	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado Ponente: PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

 

Consta en autos que, el 11 de septiembre de 2003, FORMICONI C.A., con inscripción en el Registro Mercantil Segundo de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, el 13 de junio de 1958, bajo el nº 72, Tomo 15-A Segundo, bajo la denominación social Formiconi & Lei C.A., la cual se modificó en Asamblea General Extraordinaria de Accionista el 16 de abril de 1979, con inscripción ante el mismo registro el 18 de abril de 1979, bajo el nº 24, Tomo 45-A, mediante la representación de los abogados Valentina Valero Estrada y Esteban Palacios Lozada, con inscripción en el Inpreabogado bajo los nos 66.382 y 53.899, respectivamente, solicitaron, ante esta Sala, con fundamento en los artículos “2, 7, 25, 137, 253 en su segundo párrafo, 262 en su último párrafo, 266 en su numeral 8, 334, 335 y 336 en sus numerales 4, 10 y 11, todos de la Constitución Nacional...”, la revisión de las sentencias que, el 18 de febrero de 2003 y el 10 de julio de 2003, dictaron el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y de Protección del Niño y Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón y la Sala de Casación Social de este máximo Tribunal, respectivamente.

El 11 de septiembre de 2003, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Dr. Pedro Rafael Rondón Haaz.

 

I

DE LA PRETENSIÓN DE LA SOLICITANTE

1.
Los apoderados judiciales de la solicitante alegaron:

1.1
Que, el 3 de junio de 1999, la ciudadana Ligia Josefina Naveda de Weffer incoó demanda de calificación de despido contra su representada, en la que se adujo que la relación laboral había comenzado el 9 de julio de 1984 y concluido el 1 de junio de 1999, oportunidad cuando se produjo el despido.
1.2
Que, en la contestación de la demanda, su patrocinada reconoció el despido e insistió en el mismo, negó que la relación laboral hubiere comenzado el 9 de julio de 1984 y reconoció que el último salario de la demandante fue de cuatrocientos cincuenta mil bolívares, el cual, alegaron, no representa el salario base para el cálculo de la prestación de antigüedad, en virtud del convenimiento en la exclusión de un 20% de éste de la base de dicho cálculo. 
1.3
Que su representada, por su persistencia en el despido, consignó la cantidad de seis millones quinientos veintisiete mil novecientos doce bolívares con noventa y cinco céntimos (Bs. 6.527.912,95), “...por concepto de la indemnización de antigüedad causada a favor de la reclamante hasta el 19 de junio de 1997, compensación por transferencia, utilidades, vacaciones, bono vacacional, prestación de antigüedad, intereses sobre indemnización de antigüedad, y las indemnizaciones correspondientes al despido injustificado: 150 días por concepto de indemnización de antigüedad, pago sustitutivo de preaviso y salarios caídos...”.

1.4
Que su representada, como consecuencia de dicha consignación, solicitó la terminación del procedimiento. 

1.5
Que la demandante impugnó el monto que consignó, por cuanto, en su criterio, la cantidad por concepto indemnización de antigüedad no se calculó con base en el salario que correspondía.

1.6
Que, el 28 de julio de 1999, el Juzgado Cuarto de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, Tránsito y Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón ordenó una articulación probatoria con fundamento en el artículo 607 del Código de Procedimiento Civil, para la demostración del salario que se consideró para el cálculo del monto que se consignó.

1.7
Que, el 31 de marzo de 2000, dicho Juzgado acordó la terminación del procedimiento, por cuanto, en su criterio, la inconformidad de la demandante se produjo con respecto al salario que se consideró para la determinación de la antigüedad y no para los salarios caídos. 

1.8
Que el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y de Protección del Niño y Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, en alzada, ordenó el reenganche y el pago de salarios caídos desde la oportunidad de la admisión de la demanda hasta el momento de la ejecución del fallo; de igual manera consideró que la relación laboral se había iniciado el 9 de julio de 1984 y terminado el 1 de junio de 1999, y determinó que el último salario fue de quinientos diez mil bolívares (Bs. 510.000,oo). 

1.9
Que, contra dicho fallo, se ejerció el recurso de control de la legalidad, el cual declaró inadmisible la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia. 

1.10
Que “...la interposición de este recurso contra dos (2) sentencias se justifica porque ambas se produjeron en el mismo juicio y porque una de ellas, la dictada por la Sala de Casación Social de este Supremo Tribunal el día 10 de julio de 2003, no se pronunció sobre el fondo porque declaró ‘inadmisible’ el recurso de control de legalidad (...), sentencia la cual también es recurrida dadas las violaciones que comporta de derechos y garantías constitucionales de (su) representada”. 

1.11
Que el fallo que dictó el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y de Protección del Niño y Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, el 18 de febrero de 2003, violó a su patrocinada derechos y garantías de orden público, que fueron desatendidas por la Sala de Casación Social cuando declaró la inadmisibilidad del recurso de control de la legalidad. 

1.12
Que dicho Juzgado Superior desconoció la consecuencia que produjo la insistencia en el despido y la consignación que efectuó su representada con fundamento en lo que dispone el artículo 126 de la Ley Orgánica del Trabajo. 

1.13
Que el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y de Protección del Niño y Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón consideró y estableció el tiempo de duración de la relación laboral, lo cual, en su criterio, escapa de sus atribuciones como juez de estabilidad, “...excedió los límites de la apelación sometida a su conocimiento-, así como entró a considerar sobre los elementos integrantes del salario de la actora, para decidir que la parte patronal había calculado erróneamente la indemnización de antigüedad depositada para dar fin al procedimiento, porque la relación laboral de la actora tuvo una vigencia mayor de la tomada en cuenta por el patrono a los fines de efectuar el cálculo de dicha indemnización de antigüedad, estableciendo así, que la relación laboral de la actora se inició el 9 de julio de 1984 y no el 1° de junio de 1993, como sostuvo la parte patronal...”
1.14
Que el juez de alzada consideró que la persistencia en el despido no fue válida, por cuanto la prestación de antigüedad y las indemnizaciones que establecen los artículos 108 y 125 de la Ley Orgánica del Trabajo no fueron calculadas correctamente. 

1.15
Que el procedimiento de estabilidad laboral terminó por causa de la persistencia en el despido “...y la consignación efectuada, lo que implica que los salarios caídos a los cuales alude el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo dejaron de causarse desde el momento en que ocurrió dicha manifestación de persistencia y la referida consignación...”.

1.16
Que el “...juzgador de la alzada, evidentemente, desconoció el sentido y el alcance de la articulación probatoria que manda aperturar (sic) el artículo 62 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, (...) dicha norma no lo autoriza a desconocer la terminación del procedimiento que se produce, efectivamente, con la persistencia en el despido que manifiesta el patrono, lo cual acarrea, no solamente la terminación definitiva de la relación laboral y excluye la posibilidad de reenganche, sino que implica el cese de los salarios caídos...”.
1.17
Que “...la articulación probatoria aperturada (sic) por el juez de la causa solamente tuvo por objeto, (...), la impugnación hecha por la reclamante del salario utilizado como base para el cálculo de su antigüedad; en consecuencia, el juez de la alzada no estaba facultado para pronunciarse sobre materia distinta de la determinación del salario base para el cálculo de la indemnización de antigüedad...”. 

1.18
Que el juez de alzada no debió referirse a la duración de la relación laboral, por cuanto “...tuvo que analizar varios contratos o negocios jurídicos que hubo entre las partes, actividad cognoscitiva ésta ajena a un procedimiento de estabilidad laboral que tiene por objeto la calificación del despido, lo que subyace una clara manifestación de la extralimitación de funciones por parte del juez superior. Tampoco tenía facultad de ordenar el reenganche de la reclamante y el pago de salarios caídos habida cuenta de que con la persistencia en el despido se materializó la terminación del procedimiento...”. 

1.19
Que el “artículo 126 de la Ley Orgánica del Trabajo dispone claramente que cuando el pago es efectuado en el procedimiento éste termina con el pago adicional de los salarios caídos...”.

1.20
Que la incidencia que se abre con fundamento en el artículo 62 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo se limita a la determinación de los montos que se hubieren impugnado, no invalida la persistencia en el despido ni la consignación para la terminación del procedimiento. 

1.21
Que el “...artículo 62 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, al referirse a la apertura de una articulación, no faculta a los jueces para desconocer la exclusión del reenganche que esa persistencia produce, ni para condicionar la terminación del procedimiento de estabilidad a la decisión que recaiga sobre dicha articulación”. 

1.22
Que “...la terminación del procedimiento, repetimos, se produce por imperio de la ley, automáticamente, y, si el juez de estabilidad, al decidir la articulación detectara que existe algún error de cálculo en la suma consignada, pues podría ordenar el pago de una diferencia, teniendo el trabajador en esa situación, al igual que lo tienen el trabajador cuyo procedimiento de estabilidad culmina por causa de una sentencia definitivamente firme ejecutada, la posibilidad de demandar el pago de dicha diferencia mediante el procedimiento laboral ordinario...”. 
1.23
Que las normas que dirigen el procedimiento de estabilidad laboral son de orden público, en consecuencia, en su criterio, su desconocimiento violó, en el presente caso, no sólo la garantía del debido proceso y el derecho a la defensa, sino “el orden jurídico de interés general indispensable para el mantenimiento de la seguridad jurídica”. 

1.24
Que es en el procedimiento laboral ordinario donde debe dilucidarse lo referente a la duración de la relación laboral y del salario base para el cálculo de prestaciones sociales.

1.25
Que la Sala de Casación Social no consideró las violaciones de orden público en las que incurrió el juez de alzada en el procedimiento laboral. 

1.26
Que la Sala de Casación Social, en su fallo, consideró que la admisibilidad del recurso de control de la legalidad contra una sentencia estaba sometido a la concurrencia de los supuestos que contiene el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal Laboral, esto es, que se produzca la violación o amenaza de violación de normas de orden público y que se contraríe la jurisprudencia de dicha Sala. 

1.27
Que el fallo, que dictó la Sala de Casación Social el 10 de julio de 2003, impuso “...el requisito de que la sentencia recurrida contrariara doctrina jurisprudencial solamente de la Sala de Casación Social, para condicionar la admisibilidad del recurso de control de legalidad interpuesto por (su) representada, le impuso una carga que no está prevista, de esa forma, en la Ley, específicamente en el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo que crea y regula dicho mecanismo extraordinario de impugnación...”.

1.28
Que la Sala de Casación Social desconoció que la sola evidencia de la violación de normas de orden público produce la admisión del recurso de control de la legalidad, según lo establece el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, lo cual produjo la negación del derecho de acceso a ese recurso extraordinario para la reparación de las violaciones de sus derechos y garantías constitucionales, producto del fallo del juzgador de alzada en el procedimiento laboral. 

2.
Denunció:

La violación de sus derechos a la defensa, al debido proceso y al tutela judicial efectiva que reconocen los artículos 49 y 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, por cuanto:

El fallo de la Sala de Casación Social incurrió “...en un errado control constitucional y en una transgresión al orden público. Asimismo se apartó y obvió, también abiertamente, la interpretación que ha dado esta Sala a las normas constitucionales que consagran dichos derechos...”.

De igual manera, el fallo que expidió el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón el 18 de febrero de 2003 “...quedó definitivamente firme por causa de la referida decisión de la Sala de Casación Social, produjo también la violación del derecho a la defensa con garantía en el debido proceso de (su) representada, incurriendo en un errado control constitucional y en una grosera violación de normas constitucionales, apartándose, asimismo, de la interpretación que ha dado esta Sala a dicho derecho constitucional...”. 

Señalaron, además, los apoderados judiciales de la solicitante de revisión, que la vulneración que denunciaron se produjo con la extralimitación en la que incurrió el Juzgado de alzada cuando determinó el salario base para el pago de las prestaciones sociales, así como por la orden de reenganche, en desconocimiento de lo que preceptúa el artículo 126 de la Ley Sustantiva Laboral. 

3.
Pidió: 

Que “...esta Sala se sirva acordar medida precautelativa mediante la cual se suspendan los efectos de la recurrida en este escrito sentencia (sic) dictada el día 18 de febrero de 2003 por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, la cual por causa de la inadmisibilidad declarada por la Sala de Casación Social del recurso de control de legalidad ejercido por nuestra representada, se encuentra definitivamente firme y causa ejecutoria.

(...)

Sobre la base de lo expuesto, solicit(an) de esta Sala, que para evitar la continuación de las violaciones constitucionales denunciadas y evitar que se produzcan daños de difícil reparación para (su) representada, decrete medida cautelar innominada que suspenda, repetimos, los efectos de la referida sentencia recurrida dictada por la alzada, ordenando al juez de la causa, Juzgado Cuarto de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, que suspenda su ejecución, mientras se decide el recurso objeto de este escrito. 

Sobre la base de las razones expuestas, solicit(an) se declare ‘Con Lugar’ el recurso de revisión que ejerc(en) mediante (ese) escrito respecto de las sentencias recurridas, declarándose la nulidad de las mismas...” (sic).

 

II

DE LA COMPETENCIA DE LA SALA

El cardinal 10 del artículo 336 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela le atribuye a la Sala Constitucional la potestad de: “revisar las sentencias definitivamente firmes de amparo constitucional y de control de constitucionalidad de leyes o normas jurídicas dictadas por los tribunales de la República, en los términos establecidos por la ley orgánica respectiva”.

Tal potestad de revisión de sentencias definitivamente firmes abarca tanto fallos que hayan sido dictados por las otras Salas del Tribunal Supremo de Justicia (artículo 5.4 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia) como por los demás tribunales de la República (artículo 5.16 eiusdem), pues la intención final es que la Sala Constitucional ejerza su atribución de máximo intérprete de la Constitución, según lo establecido en el artículo 335 del Texto Fundamental.

En este caso, se solicitó la revisión de las sentencias que dictaron, el 18 de febrero de 2003, el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y de Protección del Niño y Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón y, el 10 de julio de 2003, la Sala de Casación Social de este Tribunal Supremo de Justicia, cuando resolvieron, la primera, en alzada, el procedimiento de calificación de despido que incoó la ciudadana Ligia Josefina Naveda de Weffer contra la solicitante de revisión y, la segunda, inadmisible el control de la legalidad que, contra la primera, ejerció Formiconi C.A., razón por la cual esta Sala se declara competente, y así se decide.

 

III

DE LAS SENTENCIAS OBJETO DE REVISIÓN

El juez del Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y de Protección del Niño y Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, cuando pronunció el fallo cuya revisión se pidió, lo hizo en los términos siguientes: 

“...PRIMERO: Con lugar la apelación interpuesta por la ciudadana LIGIA JOSEFINA NAVEDA DE WEFFER, (...), contra la sentencia definitiva, dictada el 31 de marzo de 2000, por el Juzgado Cuarto de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, Tránsito y Trabajo de la Circunscripción (sic) del Estado Falcón, con sede en Punto Fijo, mediante la cual dio por terminado el procedimiento de calificación de despido, reenganche y salarios caídos, intentara (sic) la apelante, contra FORMICONI, C.A.; sentencia que se revoca en los términos expresados en el presente fallo.

SEGUNDO: En tal sentido: 1) Se ordena el reenganche de la ciudadana LIGIA JOSEFINA NAVEDA DE WEFFER, a su cargo habitual de trabajo. Y 2) se condena a FORMICONI, C.A., a pagar a ésta, los salarios caídos, calculados desde la fecha de admisión de la demanda, hasta la fecha de ejecución del presente fallo.

TERCERO: En caso de insistir nuevamente el patrono en el despido, deberá pagar aparte de los salarios caídos, la nueva prestación de antigüedad, calculada desde el 19 de junio de 1997, hasta la fecha de admisión de la demanda, junto con los intereses devengados por ésta, de conformidad con el literal c) del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, así como el corte de cuenta prevista en los literales a) y b) del artículo 666 eiusdem, con los intereses previstos en el parágrafo primero del artículo 668 eiusdem; más una indemnización de hasta ciento cincuenta (150) días de salario, a razón de quinientos diez mil bolívares sin céntimos (Bs. 510.000,oo) según el último salario devengado por la trabajadora; y adicionalmente noventa (90) días de salario, por concepto de indemnización sustitutiva de preaviso omitido; para lo cual el Tribunal seguirá el procedimiento indicado por este Tribunal para el cumplimiento voluntario de esta sentencia.

CUARTO: De las sumas a pagarse se deducirá la cantidad de seiscientos diecisiete mil doscientos ochenta y seis bolívares con once céntimos (Bs. 617.286,11), pagados por adelantados a la trabajadora, por concepto de adelanto de prestaciones sociales.

QUINTO: Los intereses a pagar, se calcularán de conformidad con las tasas fijas por el Banco Central de Venezuela para el pago de prestaciones sociales.

SEXTO: De conformidad con los artículos 274 y 281 del Código de Procedimiento Civil, se condena en costas a la parte demandada.

Notifíquese a las partes de conformidad con el artículo 251 del Código de Procedimiento Civil, a los fines indicados en el artículo 252 eiusdem...”. 
 

Para la fundamentación de tal decisión, dicho Juzgado Superior señaló:

“...Ahora bien, no está en discusión en el presente proceso, el derecho a la calificación de despido de la trabajadora LIGIA NAVEDA DE WEFFER, pues, FORMICONI C.A., en la oportunidad de la contestación de la demanda reconoció que el 01 de junio de 1999, procedió a despedirla como asistente administrativa de esa empresa. Además, reconoció que el último salario devengado por la demandada fue de cuatrocientos cincuenta mil bolívares sin céntimos (Bs. 450.000,oo), con un subsidio permanente de sesenta mil bolívares sin céntimos (Bs. 60.000,oo), para la fecha de su despido; y finalmente la demandada insistió en el despido, de conformidad con el Artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, procediendo a pagar la suma de seis millones quinientos veintisiete mil novecientos doce bolívares con noventa y cinco céntimos (Bs. 6.527.912,95), una vez deducida la suma de cuatrocientos setenta mil setecientos nueve bolívares con sesenta y seis céntimos (Bs. 470.709,66), según cuadro demostrativo de la liquidación que riela al folio 298 del Expediente.

(...)

El 19 de julio de 1999, la demandante se opone a la suma consignada por concepto de la indemnización que prevé el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo para ponerle fin al procedimiento de calificación de despido, reiterando que su relación de trabajo fue de 14 años y diez meses, no obstante que el 05 de enero de 1993, recibió la suma de seiscientos diecisiete mil doscientos ochenta y seis bolívares con once céntimos (Bs. 617.286,11), como anticipo de prestaciones sociales y que si la intención del patrono hubiera sido dar por terminado el contrato de trabajo, se le hubiera pagado el preaviso, omisión que entraña la voluntad de éste de continuar con la relación contractual (...).

Observa, además, (ese) Tribunal que el Juzgado de la causa, mediante auto de fecha 28 de julio de 1999, ordenó abrir la articulación probatoria prevista en el artículo 607 del Código de Procedimiento Civil, para que fuese demostrado el salario, para determinar la forma en que se hicieron los cálculos de los pagos efectuados.

(...); y que en la oportunidad para la contestación de la demanda el patrono reconoció que el despido era injustificado, y no rechazó ni impugnó el salario señalado por la trabajadora, y sólo se limitó a señalar que insistía en el despido y que consignaba la antigüedad, los salarios caídos y la indemnización prevista en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, correspondientes al segundo contrato de trabajo, pues, el primer contrato de trabajo ya había sido liquidado(...).

(...)

Ahora bien, el procedimiento de calificación de despido tiene por objeto fundamental preservar la estabilidad en el trabajo de los trabajadores, contra los despidos injustificados, como un derecho constitucional(...); pero en segundo lugar, el procedimiento de calificación de despido podría perseguir una segunda finalidad, que podíamos llamar subsidiaria, que tendría como presupuesto que el patrono insistiera en el despido, lo cual entraña en el fondo el reconocimiento por parte del patrono, que éste se hizo sin justa causa, la relación de trabajo y su carácter remunerado; pero esta insistencia en el despido sólo será válida si el patrono consigna los salarios caídos, la prestación de antigüedad causada, conforme al artículo 108 de la Ley laboral, calculada desde el inicio de la relación laboral hasta la fecha de admisión de la demanda; la indemnización prevista en el artículo 125 eiusdem, y la indemnización sustitutiva del preaviso establecida en la norma antes indicada, estos dos últimos conceptos, así como los salarios caídos calculados sobre la base del último salario devengado por el trabajador despedido; si estos extremos no se cumplen, el reenganche y el pago de los salarios caídos deben proceder, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 62 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, que fue la norma realmente aplicada en el presente caso, luego de que la trabajadora demandante, impugnare los montos consignados por el patrono (...), que si el patrono al insistir en el despido y pretende consignar los pagos exigidos por el artículo 125 eiusdem, cae en discusiones de hecho que no fueron objeto del procedimiento de calificación de despido, para con ello pagar la cantidad menor, no se está cumpliendo realmente con la finalidad de esa norma y el Juez de la causa, si no se lograre probar nada en la articulación probatoria que debe aperturarse (sic) de conformidad con el artículo 62 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, debe ordenar el reenganche y el pago de los salarios caídos.

(...); y al tener el patrono en su poder los libros de contabilidad y los recibos de pago de salario originales, que debió promover para demostrar el monto de los salarios realmente devengados por la trabajadora, este Tribunal debe concluir que, al no tomarse en cuenta el tiempo completo de la relación laboral cumplida por la trabajadora y el último salario devengado por ésta, así como el pretendido convenio de reducción salarial que quiso hacer valer el patrono, que éste no cumplió con lo dispuesto en el artículo 125 eiusdem, para insistir en el despido para que el proceso de estabilidad laboral se diera por concluido. En consecuencia, debe declarase con lugar la demanda de calificación de despido, con el reenganche de la trabajadora demandante y el pago de los salarios caídos estimados en quinientos diez mil bolívares (Bs. 510.000,oo) mensuales causados desde la fecha de admisión de la demanda hasta el momento en que se le dé cumplimiento a lo dispuesto en el presente fallo; y así se establece.

(...)

En ese sentido, se exhorta al Tribunal de la causa, a que una vez recibido el expediente, previa solicitud de parte, se fije oportunidad para el cumplimiento voluntario sentencia, notifique a las partes para que concurran al Tribunal para determinar la forma en que el patrono le va a dar cumplimiento a la sentencia, advirtiendo este Tribunal, que si el patrono se niega a reenganchar a la trabajadora, pasará copia certificada de las actuaciones al Ministerio Público, para que ejerza la acción penal correspondiente, contra el representante estatuario de ésta, por presunto desacato a la decisión judicial; y librará mandamiento de ejecución para el embargo ejecutivo de los salarios caídos causados, de conformidad con el artículo 527 del Código de Procedimiento Civil. Asimismo se observa, que si el patrono insiste en el despido, pero se niega a pagar las sumas señaladas en esta sentencia, en atención a lo previsto en el artículo 125 de la Ley laboral, se sobreseerá el procedimiento y entregará copia certificada de la sentencia ejecutoriada, con el auto que acuerde su cumplimiento voluntario y el acta que se levante al efecto, para que la trabajadora intente el juicio ordinario de cobro de sus prestaciones sociales y de las indemnizaciones a que se refiere el artículo 125 eiusdem, a excepción de los salarios caídos que son ejecutables inmediatamente; y así se establece...”.

 

Por su parte, la Sala de Casación Social decidió, en el fallo cuya revisión se requirió, en los términos siguientes: 

“En mérito de las precedentes consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara INADMISIBLE el recurso de control de la legalidad propuesto por la representación judicial de la parte demandada contra la sentencia de fecha 18 de febrero del año 2003, emanada del Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, con sede en la ciudad de Santa Ana de Coro.

 

Para la fundamentación de su pronunciamiento la Sala de Casación Social expresó: 

“En el presente caso, arguye el recurrente que la sentencia recurrida violó la garantía constitucional del debido proceso y el derecho a la defensa, consagrados en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, cuando conoció sobre situaciones y conceptos propios de ser resueltos en el procedimiento ordinario laboral y, además ordenó la remisión de las copias certificadas de las actuaciones al Ministerio Público, en caso de que el patrono se negare al reenganche de la trabajadora, a los fines de que ejerza la acción penal correspondiente, todo lo cual según el recurrente, constituye una extralimitación en las funciones del Juez de Estabilidad Laboral y, en consecuencia una violación del orden legal establecido.

En primer lugar, en cuanto a la supuesta violación de la norma de orden público delatada como infringida, constata la Sala que la sentencia recurrida ordena a la empresa demandada el reenganche y pago de los salarios caídos al trabajador, señalando que si el patrono insistiera nuevamente en el despido, aparte de los salarios caídos, deberá pagar la prestación de antigüedad y la indemnización sustitutiva del preaviso, pronunciamiento éste conforme a los conceptos laborales propios de ser resueltos en las decisiones de fondo revisables por el Juez Superior de Estabilidad Laboral que no implica la extralimitación de funciones por parte del sentenciador superior de conformidad con el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo. Así se decide.

En segundo término, considera esta Sala necesario pronunciarse sobre el objetivo fundamental de los procedimientos de estabilidad laboral, el cual si bien es la calificación del despido para determinar si se efectuó con o sin justa causa y, en este último caso, acordar el reenganche con el pago de los salarios caídos, no debe entenderse que el patrono pueda ser demandado penalmente en caso de incumplir con el reenganche ordenado, ya que el mismo tiene la posibilidad de insistir en el despido, con lo cual queda liberado de la obligación de reenganchar al trabajador. Por lo que se insta al Juez Laboral a no remitir las actuaciones al Ministerio Público a los fines de que el mismo ejerza una acción penal contra el patrono por el presunto desacato a la decisión judicial de reenganchar al trabajador. Así se establece.

Finalmente, señala el recurrente que la sentencia recurrida es contraria ‘...a la uniformidad de la jurisprudencia laboral...’, específicamente contra decisiones dictadas por las Salas Constitucional y de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia y del Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, lo cual evidentemente no cumple con el presupuesto de admisibilidad del recurso de control de la legalidad referido a que la sentencia recurrida sea contraria a la reiterada doctrina jurisprudencial emanada sólo de la Sala de Casación Social de este máximo Tribunal.

En consecuencia, resulta inadmisible el presente recurso de control de la legalidad. Así se resuelve.”

 

IV

MOTIVACIÓN PARA LA DECISION

En el caso sub examine se pretende la revisión de dos fallos; por un lado, la sentencia que pronunció, el 18 de febrero de 2003, el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y de Protección del Niño y Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón que, en alzada, ordenó, entre otras cosas, el reenganche y pago de salarios caídos en el procedimiento de calificación de despido que incoó la ciudadana Ligia Josefina Naveda de Weffer contra la solicitante de autos y, por la otra, la decisión que expidió la Sala de Casación Social de este máximo Tribunal el 10 de julio de 2003, donde declaró la inadmisibilidad del recurso de control de la legalidad que ejerció Formiconi C.A. contra el precitado acto jurisdiccional.
El artículo 5 de la Ley Orgánica del Tribunal Suprema de Justicia, en sus cardinales 4 y 16, dispone:

“Es de la competencia del Tribunal Supremo de Justicia como más alto Tribunal de la República:

4. Revisar las sentencias dictadas por una de las Salas, cuando se denuncie fundadamente la violación de principios jurídicos fundamentales contenidos en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, Tratados, Pactos o Convenios Internacionales suscritos y ratificados válidamente por la República, o que haya sido dictada como consecuencia de un error inexcusable, dolo, cohecho o prevaricación; (...);

(...)

16. Revisar las sentencias definitivamente firmes de amparo constitucional y control difuso de la constitucionalidad de leyes o normas jurídicas, dictadas por los demás tribunales de la República...”.

 

Y añade:

“El Tribunal conocerá en (...) Sala Constitucional los asuntos previstos en los numerales 3 al 23...”

 

Ahora bien, puesto que la norma que se transcribió, en su cardinal 4, establece criterios de procedencia para la revisión que no son aplicables, rationae temporis, al caso de autos, la Sala lo examinará a la luz de los criterios que estaban vigentes al momento de la interposición de la solicitud que encabeza estas actuaciones, los cuales estableció en su sentencia de 06.02.01 caso: Corpoturismo. 

En lo que respecta a las sentencias definitivamente firmes que pueden ser objeto de revisión esta Sala ha sostenido lo siguiente:

“Sólo de manera extraordinaria, excepcional, restringida y discrecional, esta Sala posee la potestad de revisar lo siguiente: 
1.
Las sentencias definitivamente firmes de amparo constitucional de cualquier carácter, dictadas por las demás Salas del Tribunal Supremo de Justicia y por cualquier juzgado o tribunal del país.
2.
Las sentencias definitivamente firmes de control expreso de constitucionalidad de leyes o normas jurídicas por los tribunales de la República o las demás Salas del Tribunal Supremo de Justicia.
3.
Las sentencias definitivamente firmes que hayan sido dictadas por las demás Salas de este Tribunal o por los demás tribunales o juzgados del país apartándose u obviando expresa o tácitamente alguna interpretación de la Constitución contenida en alguna sentencia dictada por esta Sala con anterioridad al fallo impugnado, realizando un errado control de constitucionalidad al aplicar indebidamente la norma constitucional. 
4.
Las sentencias definitivamente firmes que hayan sido dictadas por las demás Salas de este Tribunal o por los demás tribunales o juzgados del país que de manera evidente hayan incurrido, según el criterio de la Sala, en un error grotesco en cuanto a la interpretación de la Constitución o que sencillamente hayan obviado por completo la interpretación de la norma constitucional. En estos casos hay también un errado control constitucional...” (s. S.C. n° 93 del 06.02.01. Resaltado añadido). 
 

Es pertinente la aclaratoria de que esta Sala, al momento de la ejecución de su potestad de revisión de fallos definitivamente firmes, está obligada, de acuerdo con una interpretación uniforme de la Constitución y en consideración a la garantía de la cosa juzgada, a guardar la máxima prudencia en cuanto a la admisión y procedencia de solicitudes que pretendan la revisión de sentencias que han adquirido el carácter de cosa juzgada judicial; de allí que esta Sala tenga la facultad de desestimación de cualquier pretensión como la de autos, sin ningún tipo de motivación, cuando, en su criterio, compruebe que la revisión que se requiera en nada contribuya a la uniformidad de la interpretación de normas y principios constitucionales, en virtud del carácter excepcional y limitado que tiene tal figura.

En el caso sub iudice se planteó la revisión de dos fallos que fueron dictados en un procedimiento de estabilidad laboral, en el que el último de ellos, cuando inadmitió el recurso extraordinario de control de la legalidad (s. S.C.S. n° 466 del 10.07.03), otorgó el carácter de definitivamente firme al segundo (decisión del Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y Protección del Niño y Adolescente del 18.02.03). Ahora bien, el hecho de que la decisión de la Sala de Casación Social no se haya pronunciado sobre el mérito del asunto que se debatió, hace posible la acumulación de ambas solicitudes, debido a que no sustituyó a la referida decisión, la cual, como se expresó, adquirió firmeza.

Sin embargo, en atención a la discrecionalidad que la Ley Orgánica Procesal del Trabajo le otorgó a la Sala de Casación Social para la inadmisión, sin motivación alguna, del recurso de control de la legalidad, no procede, en ese supuesto, la revisión de los fallos que inadmitan dicha impugnación extraordinaria, por cuanto, en esos casos, el fallo que adquiriría firmeza sería el que fue objeto del recurso de control de la legalidad, contra el cual, dentro de los supuestos que ha establecido esta Sala, sí procedería, a su vez, la potestad extraordinaria y discrecional de revisión. 

En este caso, de la solicitud de revisión se observa claramente que la peticionante persigue un nuevo juzgamiento sobre el procedimiento laboral, por cuanto denunció unas supuestas infracciones legales y constitucionales que, a su juicio, produjo el Juzgado Superior que conoció, en alzada, del referido procedimiento que incoaron en su contra.

Ante tal argumentación se debe insistir en que la revisión no constituye una tercera instancia, ni un recurso ordinario que pueda ser intentado bajo cualquier fundamentación de interés subjetivo, sino una potestad extraordinaria, excepcional y discrecional de esta Sala constitucional para la uniformación de criterios constitucionales, para la garantía de la supremacía y eficacia de las normas y principios constitucionales, lo cual conlleva la seguridad jurídica. 

No puede pretenderse que la revisión sustituya ningún recurso ordinario o extraordinario, incluso el amparo, por cuanto, mediante esta facultad discrecional que tiene esta Sala, no procede de manera directa la protección y garantía de los derechos constitucionales que, supuestamente, hubieren sido infringidos en el caso concreto, sino que, por el contrario, busca de manera general, objetiva y abstracta, la obtención de criterios unificados de interpretación constitucional y no el resguardo de derechos e intereses subjetivos y particularizados del solicitante.

En el caso de autos, se observa que la actora no esgrimió, en su solicitud, una fundamentación acorde con lo que se expresó ut supra, sino en favor de la solución de los supuestos agravios a su situación jurídica subjetiva que causaron supuestas violaciones a sus derechos constitucionales, en los cuales podría basarse una pretensión de amparo y no una solicitud de revisión. 

Ahora bien, la Sala observa que en la sentencia que recayó en el caso Corpoturismo, del 6 de febrero de 2001, se estableció que: 
“...esta Sala puede en cualquier caso desestimar la revisión, (...)sin motivación alguna, cuando en su criterio, constate que la decisión que ha de revisarse, en nada contribuya a la uniformidad de la interpretación de normas y principios constitucionales...”.

 

Por todo lo que antes fue expuesto, y en virtud de que esta Sala considera que la revisión que se pretende no contribuiría con la uniformidad jurisprudencial, debe declararse que no ha lugar a la revisión que fue pretendida. Así se decide. Se deja expresa constancia de que no se analizaron los supuestos de procedencia que, para la revisión de decisiones de otras Salas de este máximo Tribunal, establece el artículo 5.4 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, ya que la solicitud de autos fue interpuesta antes de la iniciación de la vigencia de esa Ley.
 

V

DECISIÓN

Por las razones que se expusieron, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, decide que NO HA LUGAR a la solicitud de revisión constitucional que interpuso, el 11 de septiembre de 2003, FORMICONI C.A., contra las sentencias que, el 18 de febrero de 2003 y el 10 de julio de 2003, dictaron el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y de Protección del Niño y Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón y la Sala de Casación Social de este máximo Tribunal, respectivamente. 

 

Publíquese, regístrese y archívese el expediente.

 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas,                a los 10  días del mes de agosto de dos mil cuatro. Años: 194º de la Independencia y 145º de la Federación.

El Presidente,

 

 

IVÁN RINCÓN URDANETA

El Vicepresidente,

 

 

JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

 

 

JOSÉ MANUEL DELGADO OCANDO

Magistrado

 

 

ANTONIO JOSÉ GARCÍA GARCÍA

   Magistrado



 

 

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

Magistrado-Ponente

 El Secretario,

 

 

 JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO

PRRH.sn.ar.cr

Exp. 03-2368

